LA MESA DEL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

Los grupos Parlamentarios abajo firmantes, por el presente escrito, y en relación al presentado el día 13 de agosto de 2002, con un número de registro 89306, por el que se propone al Pleno una resolución acerca de la ilegalización de Herri Batasuna, propone para su adición el texto que se acompaña.
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Madrid, a  26 de agosto de 2002

Los partidos políticos en la sociedad contemporánea se configuran como verdaderos protagonistas de la vida política al punto que se h allegado a afirmar que la democracia moderna requiere necesaria e invitablemente un Estado de Partidos.

En España, los partidos políticos, cuya ·creación y actividad son libres dentro del resto a la Constitución y  a la Ley” tal y como recoge el artículo 6 de nuestra Carta Magna, constituyen elementos esenciales del juego de nuestro sistema democrático.

Las propias funciones que nuestra Constitución encomienda a los partidos de expresión del pluralismo político, de concurrir a la formación y manifestación de la voluntad popular, de ser vehículos e instrumentos fundamentales para la participación política, de contribuir, en suma, al fortalecimiento democrático del Estado demuestran que el legislador constituyente les configuró como piedra angular en la arquitectura de nuestro sistema democrático.

La Ley 54/1978 de 4 de Diciembre contribuyó, de manera decisiva, a dar cuerpo y vida al pluralismo político en España al permitir que la Constitución de los partidos se realizara mediante un procedimiento sencillo y en plena libertad si bien, aún cuando la enunciaba, no concretaba ni desarrollaba la exigencia constitucional de una actuación de los partidos sujeta a los principios democráticos.

Ese fue precisamente uno de los objetivos de la L.O 6/2002 de 27 de junio al establecer que los partidos en su actividad deberían respetar los valores constitucionales expresados en los principios democráticos y los derechos humanos, entendiendo que era el mínimo democrático que se debía exigir a la actuación de los partidos.

Esa exigencia de actuación democrática de los partidos ha sido, además, concretada y desarrollada, como media de garantía y seguridad jurídica, a través de una enumeración detallada de conductas, todas ellas claramente antidemocráticas, que permiten conocer a los partidos con exactitud los límites que en su actuación nunca pueden sobrepasar so pena de merecer la reacción de quedar fuera del juego democrático.

Los partidos Herri Batasuna, Euskal Herritarok, y Batasuna han venido demostrando desde su creación una trayectoria de quiebra y ofensa a los principios y valores democráticos desarrollando, de un lado,  una actuación política tendente a legitimar y justificar  tanto la existencia como las acciones delictivas de la banda terrorista ETA y  aprovechando, de otro, las  prerrogativas y beneficios que la democracia concede a los partidos – en términos  de financiación y acceso a medios de comunicación públicos – con ánimo de favorecer, generalizar y multiplicar los efectos de la violencia terrorista y del miedo generada por la misma, colaborando con ello a fomentar un clima de intimidación generalizado tendente a minorar o  eliminar las condiciones indispensables para el ejercicio del pluralismo y la democracia basados en la libre concurrencia pacífica de partidos e ideas.

El apoyo político, desde un partido, a la violencia y al terrorismo, la utilización de sus sedes como depósito de armas, la actividad política de quienes habiendo sido condenados por delitos de terrorismo no han rechazado ni sus métodos ni sus fines, la justificación de sus crímenes, los actos de homenaje a los verdugos y de humillación a sus víctimas, la cesión de espacios públicos de propaganda ola utilización como propios de símbolos de una banda terrorista han  conductas habituales del entramado Batasuna a lo largo de su existencia lo que representaba una anomalía democrática que debía ser corregida sin dilación por los graves efectos y el daño que producían en nuestro sistema democrático.

Fue voluntad del legislador ofrecer a los partidos la oportunidad de que adecuaran sus conductas la método democrático a través de la nueva Ley de Partidos, que incorporó en sus preceptos la doctrina del Tribunal Constitucional y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, estableciendo que si los partidos incurrían o persistían en las conductas antidemocráticas proscritas por la Ley de forma grave, reiterada o acumulada, la reacción del Estado de Derecho sería inmediata y permitiría la valoración su trayectoria política pues no en vano es incuestionable que el apoyo político a la violencia terrorista es uno de los ataques más graves e incompatibles que pueden realizarse contra los principios y el propio sistema democrático.

El entramado Batasuna, desde la entrada en vigor de la LO 6/2002, ha desperdiciado y despreciado esa oportunidad, manteniendo, sin muestra de rectificación alguna, la misma forma de hacer política en clara connivencia con la violencia y el terror y desafiando la legalidad vigente y al Estado de Derecho con la realización de las conductas proscritas por la Ley y que, sin ánimo de enumeración exhaustiva y sin perjuicio de la relación completa y detallada de conductas que contempla el informe de los Servicios jurídicos del Estado y de las que pudieran producirse desde esta fecha, se enuncian a continuación:

· Mantenimiento en sus órganos de dirección o en su militancia de personas condenadas por delitos de terrorismo o que forman parte de asociaciones vinculadas a la banda terrorista ETA que no han rechazado públicamente los fines y los medios terroristas, sin que se haya iniciado procedimiento disciplinario alguno conducente a su expulsión de la organización.

· Manifestaciones realizadas por el portavoz de Batasuna en el Pleno del Ayuntamiento de Vitoria el pasado 19 de julio en las que expresó que “el objetivo de su organización política no era que ETA dejara de matar”.

· Agresiones, coacciones y amenazas sufridas por la alcaldesa de Lasarte durante el pasado mes de Julio.

· Tras el brutal y salvaje atentado perpetrado por la banda terrorista ETA en Santa Pola (Alicante) Batasuna persistió, en múltiples instituciones democráticas, en su voluntad reiterada de negar o evitar la condena de actos terroristas e incluso a calificarlos como tales. El portavoz de dicha organización en el Parlamento Vasco, Sr. Morcillo, manifestó que la negativa a condenar los atentados formaba parte de las “señas de identidad” de su formación política.

· Las declaraciones del dirigente de Batasuna, Sr. Otegui, en las que califica como "suceso" un atentado criminal, imputa la responsabilidad de los asesinatos cometidos por la banda terrorista ETA en Santa Pola a las instituciones democráticas y singularmente como "responsdable en primera persona" al presidente del Gobienro democrático de España y predice la posibilidad de nuevos atentados justificados en la prolongación del "conflicto político que vive Euskal Herria" que podrían evitarse construyendo "una alternativa sin vencedores ni vencidos"

· Durante la manifestación pública convocada por Batasuna el pasado 11 de Agosto en San Sebastián, el miembro de su Mesa Nacional, Joseba Álvarez, amenaza con la guerra a las instituciones democráticas, augurando un "otoño duro y negro". Al término de la misma se corearon consignas tales como "Gora ETA Militar", "La lucha es el único camino" o "Escucha, pim, pam, pum".

· Comunicado de la banda terrorista ETA quien autoerigiéndose en "portavoz de la izquierda abertzale", falsa cobertura que también emplea Batasuna para autodefinirse, amenaza a las fuerzas políticas que apoyen o que no se opongan al inicio del procedimiento de ilegalización del entramado Batasuna, lo que evidencia, una vez más, las conexiones existentes entre dichas organizaciones políticas y la banda terrorista ETA.

· A mayor abundamiento, desde que se ha tenido conocimiento público de la puesta en marcha de este procedimiento parlamentario previsto en la Ley de Partidos que aquí se inicia, tanto  en las declaraciones de los portavoces de Batasuna como en las intervenciones de sus dirigentes con ocasión de las manifestaciones públicas convocadas con ese motivo, se han proferido amenazas expresas a los partidos democráticos, a sus representantes y a las instituciones democráticas, desde el Gobierno de la Nación hasta el Gobierno Vasco, en el caso de que "se les ocurra" colaborar con el que califican "régimen fascista español", animando a "plantar cara" y a "salir a la calle y responder con contundencia" contra la aplicación de la legalidad vigente, lo que supone un desprecio a la legitimidad democrática y al orden constitucional y un desafío al Estado de derecho basado en el imperio de la Ley.

Estos son sólo algunas de las conductas, graves, reiteradas y claramente antidemocráticas realizadas por el entramado Batasuna durante la vigencia de la nueva Ley de Partidos Políticos, que determinan de manera notoria e indudable la vulneración de los principios protegidos por la Ley y que incurren, de manera reiterada y acumulada, en los supuestos de hecho previstos en el artículo 9 de la misma lo que permite y obliga a iniciar el procedimiento previsto para proceder a la demanada de ilegalización del entramado Batasuna.

Teniendo en cuenta que la Ley Orgánica establece, en su artículo 11, para proceder a la declaración de ilegalidad de un partido político, un  proceso judicial específico ante la Sala especial del Tribunal Supremo, señalándose expresamente la posibilidad de que el Congreso de los Diputados inste al Gobierno que solicite ante el Tribunal Supremo la ilegalización de un partdio político y entendiendo acreditadas la realización, por parte del entramado Batasuna, de las conductas graves y reiteradas que proscribe la Ley de Partidos y sin perjuicio de las conclusiones a las que puedan conducir las investigaciones penales en curso en la Audiencia Nacional sobre las actividades penalmente relevantes del mismo entramado, los grupos parlamentarios Popular y Socialista proponen al pleno de de la Cámara para su debate y votación la siguiente Resolución:
“El pleno del Congreso de los Diputados, de conformidad con lo dipuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos, insta al Gobierno a que solicite la ilegalización de Herri Batasuna, Euskal Herritarrok y Batasuna, al entender que en su actitud ha vulnerado los principios democráticos al haber incurrido de forma grave y reiterada en algunos de los supuestos contemplados en el artículo 9 de la citada Ley”

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de agosto de 2002.- Luis de Grandes Pascual, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.- María Teresa Fernández de la Vega Sanz, portavoz del Grupo Parlamentario Socialista.
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